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Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

 Comparece ante nuestra consideración el Banco Gubernamental de 

Fomento (en adelante “BGF” o “parte peticionaria”) mediante el recurso de 

certiorari de epígrafe. Nos solicita que revoquemos la Resolución emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (en 

adelante “TPI”) mediante la cual, declaró No Ha Lugar su Moción de 

desestimación de la demanda instada en su contra por Ana del Carmen 

Torres Figueras, (en adelante “señora Torres Figueras” o “parte recurrida”).  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación expedimos el 

auto solicitado y revocamos la Resolución recurrida.  

I. 

 El 5 de febrero de 2019, la señora Torres Figueras presentó una 

demanda en contra del BGF por incumplimiento con el convenio colectivo. 

Sostuvo que era empleada del BGF donde se desempeñaba como 

Coordinadora de Proyectos Tecnológicos en la sección de Sistemas de 

Información. Alegó que, luego del embate del huracán María pasó a 

trabajar en destaque con el programa federal Individual Assistance y que 

estando en dicho destaque, el 15 de marzo de 2018, recibió una notificación 

en la que se le indicaba que ese sería su último día de trabajo en el BGF. 
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Así las cosas, reclamó en su Demanda que el BGF le pagase la 

compensación correspondiente según el convenio colectivo de los 

empleados del BGF vigente al momento de su despido. Adujo, además, 

que se sentía discriminada por su edad, que tenía que acudir diariamente 

a trabajar a un entorno hostil y que sufría ansiedad por la posibilidad de no 

obtener un traslado y quedar desempleada. Por lo anterior, reclamó una 

compensación de $50,000.00 por daños y sufrimientos y una suma de 

$7,000.00 por concepto de gastos de honorarios de abogados.  

 El BGF fue emplazado con copia de la Demanda el 5 de abril de 

2019 y el 4 de junio de 2019 presentó una Moción de desestimación. En 

ésta alegó que la Demanda debía ser desestimada por lo siguiente: 

1. Falta de jurisdicción del TPI sobre la controversia en cuanto a la 

aplicación del Convenio Colectivo del BGF, pues dicho convenio 

establecía un procedimiento para atender y resolver querellas, 

que la demandante no agotó antes de acudir al tribunal;  

2. Dejar de exponer una reclamación que justificase la concesión 

de un remedio pues a su juicio, la compensación establecida en 

el Convenio Colectivo no estaba vigente ya que, debido a la crisis 

económica del país, la legislatura había aprobado varias leyes 

que dejaron sin efecto toda cláusula que incluyera acuerdos de 

índole económico;  

3. Porque, aun de estar vigente la compensación establecida en el 

Convenio Colectivo, dicha cláusula no es aplicable a la señora 

Torres Figueras, pues ésta no fue cesanteada de su puesto de 

carrera en el Gobierno, sino que fue trasladada a otra agencia de 

gobierno, esto es, a la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Gobierno de Puerto Rico, (en adelante “OGP”). 

En reacción a lo anterior, el 27 de junio de 2019, la señora Torres 

Figueras presentó una Moción Informativa en la que planteó en esencia 

que no tuvo otra alternativa que acudir al tribunal. Explicó que después de 

estar destacada en otras instrumentalidades gubernamentales, se 
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incorporó nuevamente a su trabajo en BGF, en un momento en el que los 

delegados de la Unión habían sido trasladados. También adujo que al 

momento de presentar su Demanda se desempeñaba en otra posición y 

que ya no era unionada. Sostuvo que había sido despedida del BGF, pues 

no es lo mismo que ella gestionara por su cuenta otro trabajo dentro del 

gobierno a que el BGF le hiciera un traslado a otra dependencia del 

gobierno.  

 Habiendo evaluado la posición de ambas partes, el 3 de octubre de 

2019, notificada el 4 de octubre de 2019, el TPI emitió la Resolución 

recurrida mediante la cual dictaminó lo siguiente: 

No ha lugar a la moción de desestimación. Conteste 
BGF la demanda en 10 días. Cumplan las partes con 
el descubrimiento de prueba. Dentro de 30 días, 
celebren la reunión entre abogados y presenten el 
Informe de Manejo de Caso.  

 En desacuerdo con dicha determinación, el 11 de octubre de 2019, 

el BGF presentó el recurso de certiorari que nos ocupa, acompañado con 

una Moción en Auxilio de Jurisdicción. En su recurso, la parte peticionaria 

planteó los siguientes señalamientos de error: 

Erró el TPI al declarar no ha lugar la moción de 
desestimación por falta de jurisdicción sobre la materia 
toda vez que la causa de acción alegada es una bajo 
el convenio colectivo y no se cumplió con el 
procedimiento de quejas y agravios allí establecido. 
 
Erró el TPI al declarar no ha lugar la moción de 
desestimación a pesar de la demanda dejar de 
exponer una reclamación que justifique la concesión 
de un remedio toda vez que la Ley 3-2017 suspendió 
todas las clausulas económicas acordadas mediante 
convenios colectivos y, además, la recurrida nunca fue 
cesanteada de su puesto de carrera.  
 
Como parte de la discusión del primer señalamiento de error, el BGF 

sostuvo que el procedimiento para reclamar el pago de compensaciones 

por cesantía estaba regido por el procedimiento para atender y resolver 

querellas, establecido en el Art. IX del mismo Convenio Colectivo. Arguyó 

además que dicho convenio reconocía únicamente a la unión de 

empleados como la parte con legitimación para presentar dichas 

reclamaciones. Razonó que en vista de que la señora Torres Figueras era 
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miembro de la Unión y de que su reclamo se basa en un acuerdo 

establecido mediante el Convenio, ésta tenía a su alcance un remedio 

exclusivo para atender sus quejas, el cual no utilizó.   

 En la discusión de su segundo señalamiento de error, el BGF 

sostuvo que la Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (Ley 66-2014), dispone 

en su Art. 12 que los convenios colectivos expirados a la fecha de comienzo 

de dicha Ley o que expiren durante la vigencia de ésta serían extendidos 

solo en cuanto a las cláusulas no económicas. A su juicio, a partir de la 

vigencia de la Ley 66-2014, toda clausula económica acordada mediante 

el Convenio entre el BGF y la Unión quedó sin efecto, incluyendo la sección 

23 del Artículo VII. De manera similar, el BGF arguyó que la Ley para 

Atender la Crisis Económica, Fiscal y Presupuestaria para Garantizar el 

Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico (Ley 3-2017), aplicable a las 

corporaciones públicas, también dejó sin efecto las cláusulas económicas 

contenidas en los convenios colectivos y solo mantuvo en vigor las 

cláusulas no económicas. En la alternativa, el BGF alegó que la señora 

Torres Figueras no tiene derecho al pago de la compensación reclamada 

toda vez que nunca fue separada de su puesto de carrera, sino que previo 

al cierre de operaciones del BGF, por petición de la OGP y conforme a la 

Ley 8-2017 que establece al Gobierno como un Empleador Único, fue 

trasladada a OGP, otra agencia del Gobierno. Así, en vista de que nunca 

fue cesanteada de su puesto no le asiste el derecho a reclamar la 

compensación acordada mediante el convenio para empleados 

cesanteados únicamente.  

El 15 de octubre de 2019, emitimos una Resolución declarando No 

Ha Lugar la moción en auxilio de jurisdicción presentada por el BGF, por 

incumplimiento con el requisito de notificación simultánea requerido en la 

Regla 79(E) de este Tribunal de Apelaciones. A su vez, ordenamos a la 

parte recurrida a presentar su oposición al recurso en un término a vencer 

el 18 de octubre de 2018.  En reacción a lo anterior, el 15 de octubre de 
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2019, el BGF presentó una Moción informativa clarificando que había 

notificado a la parte recurrida de la presentación del auto de certiorari y de 

la Moción de Auxilio de Jurisdicción a través del sistema de notificación 

automática de SUMAC. Ese mismo día, el BGF presentó nuevamente una 

Moción en Auxilio de Jurisdicción. El 17 de octubre de 2019, emitimos una 

Resolución declarando Ha Lugar la referida moción y paralizando los 

procedimientos en el TPI hasta ulterior orden.  

Transcurrido el término concedido a la parte recurrida para presentar 

su oposición y en mérito de la Moción para que se de por sometido sin 

oposición el recurso de certiorari presentada por el BGF el 22 de octubre 

de 2019, damos por sometido el recurso y procedemos a resolver.  

II. 

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal utilizado para que un 

tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error cometido por un tribunal 

inferior. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico de 2009, infra, delimita los asuntos en los que este Tribunal 

intermedio puede revisar resoluciones y órdenes interlocutorias mediante 

el recurso de certiorari. La precitada regla dispone que:        

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 
podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando 
se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 
testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía o en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación constituiría 
un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 
expedición de un recurso de certiorari, en estos casos, 
el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión. 32 LPRA Ap. V R. 52.1. (Énfasis 
nuestro).   
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Según se desprende de lo anterior, la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra, establece una clara prohibición a la revisión en certiorari de 

toda resolución u orden interlocutoria, con varias excepciones. Una de 

estas se da en el caso de una denegatoria a una moción de carácter 

dispositivo, por ejemplo, una moción de desestimación, de desistimiento, 

de sentencia sumaria o de sentencia por las alegaciones. Rivera Figueroa 

v. Joe΄s European Shop, 183 DPR 580, 595 (2011). 

Una vez el foro apelativo intermedio ha adquirido jurisdicción sobre 

el recurso de certiorari, la expedición del auto y la adjudicación en sus 

méritos es discrecional. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

96-97 (2008). En cuanto a la discreción judicial que da base a la expedición 

del auto de certiorari, el Tribunal Supremo ha expresado que la misma no 

se da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros. IG Builders et als. v. 

BBVAPR, supra, pág. 338; Rivera Figueroa v. Joe΄s European Shop, supra. 

Pág. 596. A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, infra, enumera los criterios a considerar, de manera que este 

Tribunal ejerza sabia y prudentemente su decisión de atender o no las 

controversias planteadas. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra.  La 

referida regla dispone lo siguiente:            

Regla 40 – Criterio para la expedición del auto de certiorari 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.         
    
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.         
   
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.     
     
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.     
    
E.  Si la etapa del procedimiento en que se encuentra 
el caso es la más propicia para su consideración.      



 
 

 
KLCE201901350    

 

7 

    
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.    
    
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40.      

De los criterios mencionados se deduce que este tribunal evaluará 

la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento 

en que es presentada. Íd. En este ejercicio, el Tribunal Supremo ha 

reiterado que un tribunal apelativo solo intervendrá con las determinaciones 

discrecionales de los foros de instancia cuando se demuestre que hubo un 

craso abuso de discreción, prejuicio, error manifiesto o parcialidad. Trans-

Oceanic Life Ins. V. Oracle Corp., 184 DPR 689, 709 (2012); Lluch v. 

España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  

B. 

Un convenio colectivo es un acuerdo por escrito efectuado entre una 

organización obrera y un patrono, en el cual se especifican los términos y 

las condiciones de empleo para los trabajadores cubiertos por el contrato, 

el estatus de la organización obrera y el procedimiento para resolver las 

disputas que se susciten durante su vigencia. Cardona Caraballo v. ACT, 

196 DPR 1004, 1012 (2016). Se ha reconocido que 

los convenios colectivos son contratos y, como tal, tienen fuerza de ley 

entre las partes. Vélez Miranda v. Serv. Legales de P.R., Inc., 144 DPR 

673, 682 (1998). Sin embargo, el Tribunal Supremo ha expresado que 

estos convenios no deben ser catalogados como meros contratos que 

consagran derechos individuales, sino que se deben considerar 

instrumentos que crean relaciones e intereses a la luz de la política pública 

laboral estatal. Autoridad de Acueductos y Alcantarillados v. Unión 

Independiente Auténtica de Empleados de la Autoridad de Acueductos y 

Alcantarillados, 199 DPR 638, 648 (2018).    

  Es norma consabida de nuestro ordenamiento de derecho laboral 

que, si un convenio colectivo contiene cláusulas para el procesamiento de 
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quejas y agravios y para su decisión o arbitraje, éstas deben ser 

observadas por todos los que intervienen en el campo de las relaciones 

obrero-patronales, esto es, los obreros, los patronos, las uniones, la Junta 

de Relaciones de Trabajo y los tribunales. San Juan Mercantile Corp. v. 

J.R.T., 104 DPR 86, 90 (1975). En particular, un acuerdo en 

un convenio colectivo de someter a ambas partes al procedimiento de 

arbitraje, debe ser observado siempre antes de presentar la controversia 

ante el foro judicial. Vélez v. Serv. Legales de P.R., Inc., supra. Un acuerdo 

de arbitraje de este tipo, crea un foro sustituto a los tribunales de justicia. 

Incluso, ello representa una sustitución del juez por el árbitro. Condado 

Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 149 DPR 347, 352 (1999); véase 

también, J.R.T. v. National Packing Co., 112 DPR 162 (1982).  En suma, 

se ha reconocido que ante un convenio de arbitraje lo prudencial es la 

abstención judicial, aunque esa intervención no esté vedada. C.F.S.E. v. 

Unión de Médicos, 170 DPR 443, 449 (2007); U.C.P.R. v. Triangle 

Engineering Corp., 136 DPR 133, 142 (1994).   

El Tribunal Supremo ha resuelto que pueden ser objeto del 

procedimiento de arbitraje, tanto los derechos que surgen 

del convenio colectivo como aquellos que emanan de alguna ley o de la 

Constitución. Pérez v. Autoridad Fuentes Fluviales, 87 DPR 118, 129 

(1963). Por tanto, excepto los asuntos que las partes específicamente 

excluyan del mecanismo de quejas y arbitraje, todas las controversias entre 

éstas caen dentro de dicho procedimiento. Íd., citando a Steelworkers v. 

Warrior & Gulf Co., 363 U.S. 574, 581 (1960).   

C. 

El convenio colectivo aquí pertinente fue suscrito entre el BGF y la 

Unión de Empleados del Banco Gubernamental de Fomento para Puerto 

Rico. Estuvo en vigor desde el 1 de mayo de 2008 hasta el 30 de abril de 

2011, sería automáticamente renovado y se mantendría en vigor por un 

periodo de tres años. Dicho convenio versa sobre salarios, horas de trabajo 

y beneficios marginales, entre otras condiciones de empleo acordadas. En 
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su Artículo I se reconoce a la Unión como representante exclusiva de todos 

los empleados del BGF, con ciertas excepciones. De otra parte, la Sección 

23 del Artículo VII establece lo siguiente en cuanto a las transacciones de 

personal:  

Sección 23: Los empleados separados de sus puestos 
mediante cesantía por escasez de trabajo, eliminación 
o reorganización de oficinas o programas o 
mecanización, recibirán una compensación 
equivalente a dos (2) meses de sueldo más dos (2) 
semanas de sueldo por cada año de servicio o fracción 
de año.  

La Sección 1 del Artículo IX indica que durante la vigencia del 

Convenio la Unión se compromete a someter todas las controversias que 

surjan en relación con la interpretación, implantación, administración, 

aplicación o alegada violación de éste, al procedimiento para atender y 

resolver querellas consignado en este Artículo. La Sección 2 define el 

término controversia como toda queja, querella, agravio, o reclamación 

relacionada con la interpretación, administración, implantación, aplicación 

o alegada violación del Convenio que envuelva el interés de uno o más 

trabajadores del Banco. Dada su importancia, nos serviremos de transcribir 

las secciones del procedimiento para atender y resolver querellas, 

pertinentes al caso ante nos.  

Sección 4: Primer Paso- Director de Recursos Humanos y 
Relaciones Laborables 
a) La Unión deberá presentar al Director de Recursos Humanos y 

Relaciones Laborables, o en quien el delegue, toda controversia 
que surja a la mayor brevedad posible y no más tarde de los 
próximos catorce (14) días calendario a partir de la fecha en 
que sucedieron los hechos que dieron lugar a ésta o desde que 
la Unión razonablemente debió tener conocimiento de los mismos. 
El Director de Recursos Humanos y Relaciones Laborales, o en 
quien el delegue, hará una investigación de los hechos y rendirá su 
decisión por escrito a la Unión dentro de un plazo de diez (10) días 
calendario siguientes a la presentación escrita de la controversia. 
(Énfasis nuestro). 

b) Si dicha controversia es resuelta entre el oficial a cargo de 
Relaciones Laborales y la Unión, la decisión que se tome será final 
e inapelable, pero sentará regla únicamente para ese caso en 
específico, a menos que posteriormente el Banco y la Unión de 
común acuerdo decidan adoptarla como norma general. 

c) Si la Unión no estuviera conforme con la decisión sobre dicha 
controversia en esta etapa o, una vez vencido el término de diez 
(10) días calendario con que cuenta el banco para emitir su 
decisión, podrá someterla formalmente por escrito al Comité de 
Querellas que se crea a continuación dentro de los próximos 
catorce (14) días calendario después de emitida dicha decisión o 
después de vencido el término de diez (10) días calendario, lo que 
ocurra primero. De no radicarse la controversia ante el Comité de 
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Querellas dentro del término antes indicado, prevalecerá la 
decisión del Director de Recursos Humanos y relaciones 
Laborales. 

d) […] 
 

Sección 5: Segundo Paso - Comité de Querellas 
a) Las partes organizarán un Comité de Querellas, el cual tendrá 

competencia apelativa para considerar y resolver toda controversia 
o asunto que no haya sido resuelto por acuerdo de sus 
representantes en el primer paso. Tendrá también competencia 
original para considerar y resolver cualquier controversia o asunto 
que no haya surgido de una decisión de un supervisor, Director de 
departamento o Director de división, la cual deberá presentarse a 
la mayor brevedad posible y no más tarde de los próximos catorce 
(14) días calendario a partir de la fecha en que sucedieron los 
hechos que dieron lugar a la controversia o desde que la Unión 
razonablemente debió tener conocimiento de los mismos.  
 
[…] 

Sección 6: Tercer Paso – Arbitraje 
a) Toda controversia o asunto que no sea resuelto por el Comité de 

Querellas se someterá a la consideración y resolución de un 

árbitro, en un periodo no mayor de catorce (14) días calendario a 

partir de la fecha de la decisión del Comité de Querellas o a partir 

de la fecha límite con que cuenta dicho Comité para resolver la 

controversia, lo que ocurra primero.  

 

[…] 

Sección 7: Todos los términos incluidos en este Artículo serán 
improrrogables para todas las partes, excepto que el Banco y la 
Unión, por mutuo acuerdo, a través de sus representantes 
autorizados decidan extender cualquier término particular, en 
cuyo caso se especificará el tiempo del nuevo término acordado.  

 
III. 

En el caso de autos, la señora Torres Figueras instó una Demanda 

contra el BGF por incumplimiento con el convenio colectivo. Según alegó, 

era empleada del BGF hasta que, luego de ser trasladada en destaque a 

otra agencia gubernamental, fue despedida de su empleo. Por ello, reclamó 

al BGF el pago de la compensación para empleados cesanteados, 

establecida en la Sección 23 del Artículo VII del Convenio Colectivo.  El 

BGF presentó una Moción de desestimación, la cual fue denegada por el 

tribunal a quo mediante una Resolución en la cual también ordenó la 

contestación de la demanda y la continuación de los procedimientos. El 

BGF recurrió ante nos de tal determinación. Luego de paralizar los 

procedimientos en el foro de instancia y habiendo analizado el recurso ante 

nos al amparo del derecho aplicable expedimos el auto y procedemos a 

resolver.  
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El BGF nos plantea en su primer señalamiento de error que el TPI 

falló al declarar no ha lugar la moción de desestimación por carecer de 

jurisdicción sobre la causa de acción alegada, toda vez que se trata de una 

reclamación bajo el convenio colectivo y la parte recurrida no cumplió con 

el procedimiento de quejas y agravios allí establecido. Le asiste la razón.  

Según vimos el Convenio Colectivo antes reseñado regía la relación 

obrero patronal entre las partes de epígrafe. Dicho Convenio disponía que 

la Unión sería el representante exclusivo de los empelados ante el patrono. 

Además, en su Artículo IX establecía un procedimiento para atender y 

resolver toda queja, querella, agravio, o reclamación relacionada con la 

interpretación, administración, implantación, aplicación o alegada violación 

del Convenio. El procedimiento requería que la Unión presentara toda 

controversia ante el Director de Recursos Humanos y Relaciones 

Laborables, en un periodo catorce (14) días calendario a partir de la fecha 

en que sucedieron los hechos que dieron lugar a ésta o desde que la Unión 

razonablemente debió tener conocimiento de los mismos. La sección 7 del 

Articulo IX establecía que, salvo acuerdo en contrario, dichos términos eran 

improrrogables.  

De manera que, en tanto la reclamación de la señora Torres 

Figueras está basada en la violación de dicho Convenio por parte del BGF, 

por no haberle otorgado la compensación establecida para empleados 

cesanteados, estaba obligada a llevar su queja ante la Unión para que ésta 

la presentara ante el patrono en el periodo improrrogable de 14 días. No 

obstante, según la recurrida misma admite, no presentó queja o querella 

alguna ante la Unión, sino que optó por presentar su reclamación ante el 

tribunal. Cabe reiterar que los convenios colectivos son de naturaleza 

contractual, por lo que tienen fuerza de ley entre las partes.  

Así las cosas, es necesario concluir que la reclamación de la 

recurrida, instada al amparo del Convenio, se había extinguido al momento 

de presentarse la Demanda en el TPI. Por consiguiente, dicho foro adolecía 

de jurisdicción para entender sobre la causa de acción, por lo que procede 
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su desestimación. De otra parte, no es menos importante advertir que la 

señora Torres Figueras no fue cesanteada. Según ella misma admitió, fue 

trasladada a OGP, otra agencia del Gobierno de Puerto Rico, Por tanto, de 

haber presentado su querella mediante el procedimiento establecido y en 

el periodo requerido en el Convenio, la compensación reclamada era 

improcedente.  En vista de que lo anterior dispone del recurso de epígrafe, 

prescindiremos de discutir el segundo señalamiento de error.   

IV. 

 Por los fundamentos esbozados, expedimos el auto solicitado y 

revocamos la Resolución recurrida. En consecuencia, dictamos Sentencia 

desestimando la reclamación de epígrafe. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


